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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / CAUSALES GENERALES Y ESPECÍFICAS DE PROCEDIBILIDAD / DEFECTO FÁCTICO / CASO, INTERESES GENERADOS POR PAGO PARCIAL DE INDEMNIZACIÓN EN PROCESO DE EXPROPIACIÓN.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones… las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. (…)
Sigue entonces verificar la posible incursión, por parte del Juzgado, en un defecto fáctico, según lo que se comprende de la crítica que expone el demandante, sobre aquel, en la sentencia T-393 del 2017, se recordó que:

“… 4.1. La Corte Constitucional ha sostenido que el defecto fáctico se presenta cuando “resulta evidente que el apoyo probatorio en que se basó el juez para aplicar una determinada norma es absolutamente inadecuado (...)” , o cuando “se hace manifiestamente irrazonable la valoración probatoria hecha por el juez en su providencia…”. (…)
… lo que revelan los resaltados, contrario a lo esgrimido por la demandante, es que el funcionario, cuando resolvió los recursos de reposición contra la fijación definitiva del monto indemnizatorio, y dispuso el pago del saldo restante a los demandados, presentó una valoración integral de la experticia y su aclaración, además, explicó razonablemente por qué excluyó de sus cuentas la rentabilidad que se echa de menos. 

En efecto, en palabras simples, la argumentación del funcionario aclara que el dinero que la entidad aportó en precedencia al proceso,  hace parte de la indemnización, cuyo monto definitivo, solo aguardaba ser definido por la experticia que tuvo que realizarse de nuevo, gracias, precisamente, a las gestiones que por vía constitucional fueron impulsadas por la demandante.
ESTE FALLO FUE REVOCADO POR LA SALA DE CASACIÓN CIVIL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA MEDIANTE STC10439-2019 DE JULIO 17 DE 2019, MAGISTRADO PONENTE ARIEL SALAZAR RAMÍREZ, LA QUE PUEDE SER CONSULTADA EN LA PÁGINA WEB DE DICHA CORPORACIÓN.
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Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, junio diecisiete del dos mil diecinueve 
Expediente 66001-22-13-000-2019-00437-00 


Acta No. 259 del 17 de junio del 2019 
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por la Agencia Nacional de Infraestructura -ANI- contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas - Risaralda, a la que fueron vinculados María Nelly Martínez de Restrepo, William, Nelly Patricia, Luz Dary y Martha Cecilia Restrepo Martínez.  
ANTECEDENTES

La ANI, por conducto de apoderado judicial, presentó esta acción de tutela por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso, que estima conculcado por el juzgado accionado, dentro del proceso de expropiación legal, radicado con el número 66170-31-03-001-2010-00151-00, al que asiste en calidad de demandante. 

Los hechos, en extenso relatados, admiten la siguiente síntesis: 
En el año 2010, la entidad accionante demandó la expropiación legal de un inmueble propiedad de las personas aquí vinculadas, ubicado en la zona  urbana de La Romelia en Dosquebradas, requerida para la ejecución de un proyecto denominado “Desarrollo vial Armenia - Pereira -  Manizales”.
El 20 de mayo del año 2011, el Juzgado profirió sentencia y allí decretó la expropiación del inmueble en contienda, en favor de la ANI, también ordenó su avalúo a cargo de un auxiliar de la justicia.
El 18 de agosto del 2011 a los demandados se les hizo entrega de un título judicial por valor de $83.355.429,oo, previamente aportado por la ANI, como requisito previo para la entrega anticipada del predio; y después, el 17 de julio del año 2012, otro por valor de $205.520.147.oo, por concepto del saldo restante de la indemnización fijada por el Despacho en la sentencia y los honorarios de la perito que auxilió el proceso. 

El 14 de diciembre del año 2012, mediante sentencia de tutela, esta Sala del Tribunal dejó sin efectos el nombramiento de la perito designada en el proceso y todas las decisiones que lo sucedieron, comoquiera que no se procedió de conformidad con lo establecido en el artículo 456 del CPC; por ello el Juzgado, en acato a lo resuelto en esta sede, ordenó la realización de la experticia con un numero plural de peritos; también dispuso que los demandados reintegraran el valor de la indemnización, es decir, la suma de $205.520.147.oo; empero los compelidos no regresaron el dinero, quienes adujeron que ya habían hecho uso de él. 
Rehecho el proceso, los nuevos peritos estimaron que el valor de la indemización ascendía a $358.209.714,oo; la ANI solicitó complementación del dictamen, con el fin de que los expertos indexaran el valor de los aportes ya realizados por la entidad, hecho lo cual, informaron que la rentabilidad de esos pagos, por intereses del 6% anual, correspondía a $109.470.615,oo. 
Frente a ello explicó que:

Si la entidad ya había pagado $83.355.429,oo para la entrega previa del bien, más $205.520.142,oo por concepto de indemnización, cuya rentabilidad asciende a $109.470.615,oo, todo lo cual suma $398.346.186,oo, los demandados tendrían que reintegrarle $40.136.472,oo, si se tiene en cuenta que la suma fijada por los peritos en relación con el inmueble es de $358.209.714,oo. 
No obstante, pese a que la entidad puso de manifiesto esas cuentas en el proceso, el Despacho le ordenó a la ANI, mediante auto del 7 de febrero del 2019, pagar a los demandados la suma de $69.234.143,oo, desconociendo los $109.470.615,oo relacionados con la rentabilidad de los pagos. Ese auto fue recurrido, empero lo decidido se mantuvo en proveído del 1° de marzo último. 

Se pide, en consecuencia, declarar que el funcionario incurrió en un defecto fáctico por indebida valoración del dictamen pericial y que adoptó una decisión sin motivación; también que se dejen sin efectos los autos del 7 de febrero y 1° de marzo del 2019, por cuanto se realizó una indebida tasación de la indemnización en favor de los demandados; y por último, ordenarle al Juzgado fijar nuevamente el valor de la indemnización, teniendo en cuenta la suma de $109.470.615,oo.

Se dispuso el trámite de rigor con las mencionadas citaciones, se negó una medida provisional deprecada comoquiera que no se observaron las condiciones que para el caso prevé el inciso 1ª del artículo 7ª del decreto 2591 de 1991, también se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que se estimaran pertinentes para resolver la acción de tutela; en tal virtud hizo llegar el expediente (f. 65) y aquí se tomaron las fotocopias necesarias (f. 93).
Adicionalmente su titular, luego de realizar un recuento de lo sucedido en el trámite, manifestó que las partes han tenido todas las oportunidades de defensa y contradicción; estimó, que la parte actora asintió con el dictamen, comoquiera que tan solo solicitó aclaración y complementación, además, una vez se estableció el monto de la indemnización, solicitó ampliar el plazo por 30 días más para su cancelación (f. 63). 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares (art. 86 C.N.).
Acude la ANI a este especial mecanismo, en procura de la protección de su derecho fundamental al debido proceso, vulnerado dijo, por el Juez Civil del Circuito de Dosquebradas, que fijó indebidamente el monto de la indemnización en favor de los demandados, en el proceso de expropiación que se trajo a cuento, comoquiera que omitió incluir la rentabilidad que los peritos establecieron en relación con los pagos que ya había realizado en años anteriores.
En lo que respecta a la procedencia de la acción de tutela contra las decisiones de los jueces, reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 así lo preveían
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU-573 de 2017 y SU-004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, y siempre aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 





Para la Sala los presupuestos generales de procedencia se satisfacen, comoquiera que se aduce la vulneración, entre otros, del derecho fundamental al debido proceso; por otra parte el monto de la indemnización fue controvertido por la accionante cuando pidió complementación y aclaración de la experticia rendida por los peritos (p. 82 a 84, CD. f. 94), la cual pidió que se tuviera en cuenta (p. 100 a 103) y cuando elevó un recurso de reposición frente al auto mediante el cual el Despacho fijó el monto final de aquella (p. 108 a 111, CD. f. 94); luego, contra ese último auto, volvió a promover el mismo recurso (p. 115 a 120, CD. f. 94), todos despachados desfavorablemente (p. 112 a 114 y p. 122 a 125, CD. f. 94).




Se cumple con la inmediatez, ya que el último auto que aquí se pretende abatir data del 5 de abril del 2019; además, si se advirtieran las irregularidades que le achaca la demandante al funcionario, aquellas podrían incidir en la decisión de fondo; se identifica razonablemente en qué consiste la trasgresión, y no se trata de una sentencia dictada dentro de una acción de tutela. 





Sigue entonces verificar la posible incursión, por parte del Juzgado, en un defecto fáctico, según lo que se comprende de la crítica que expone el demandante, sobre aquel, en la sentencia T-393 del 2017, se recordó que:





“4. El defecto fáctico como causal de procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial





4.1. La Corte Constitucional ha sostenido que el defecto fáctico se presenta cuando “resulta evidente que el apoyo probatorio en que se basó el juez para aplicar una determinada norma es absolutamente inadecuado (...)”
, o cuando “se hace manifiestamente irrazonable la valoración probatoria hecha por el juez en su providencia
. Así, ha indicado que “el error en el juicio valorativo de la prueba debe ser de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de competencia (…)”.





4.2. Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte ha concluido que en el defecto fáctico se presentan dos dimensiones
:





“la primera ocurre cuando el juez niega o valora la prueba de manera arbitraria, irracional y caprichosa
 u omite su valoración
 y sin razón valedera da por no probado el hecho o la circunstancia que de la misma emerge clara y objetivamente
. Esta dimensión comprende las omisiones en la valoración de pruebas determinantes para identificar la veracidad de los hechos analizados por el juez
. La segunda se presenta generalmente cuando el juez aprecia pruebas esenciales y determinantes de lo resuelto en la providencia cuestionada que no ha debido admitir ni valorar porque, por ejemplo, fueron indebidamente recaudadas (artículo 29 C. P.) o cuando da por establecidas circunstancias sin que exista material probatorio que respalde su decisión, y de esta manera vulnere la Constitución.”





4.3. De tal manera, que el señalado vicio se puede manifestar así:





“(i) Omisión por parte del juez en el decreto y práctica de pruebas
. La Corte ha considerado que se configura, cuando el funcionario judicial omite el decreto y la práctica de pruebas, generando en consecuencia la indebida conducción al proceso “de ciertos hechos que resultan indispensables para la solución del asunto jurídico debatido.”





(ii) No valoración del material probatorio allegado al proceso judicial.
 Esta hipótesis tiene lugar, cuando la autoridad judicial a pesar de que en el respectivo proceso existen elementos probatorios, “omite considerarlos, no los advierte o simplemente no los tiene en cuenta para efectos de fundamentar la decisión respectiva, y en el caso concreto resulta evidente que de haberse realizado su análisis y valoración, la solución del asunto jurídico debatido variaría sustancialmente.”





(iii) Valoración defectuosa del acervo probatorio.
 Esta situación tiene lugar, cuando el operador jurídico decide separarse por completo de los hechos debidamente probados, y resuelve a su arbitrio el asunto jurídico puesto a su consideración, o cuando aprecia una prueba allegada al proceso que se encuentra viciada.”





4.4. La Corte Constitucional, ha revisado específicamente casos en los que se interpone acción de tutela contra una providencia judicial, argumentando lo señalado en el literal (ii) del anterior numeral, es decir, que el fallador no tuvo en cuenta material probatorio allegado al proceso por no advertirlo o considerarlo para fundamentar su decisión, que de haberse analizado, el resultado sería evidentemente distinto.” (Se destaca)




En el caso concreto, para lo que es menester resolver, basta recordar que en el aludido proceso, luego de que se rehiciera al tenor de las directrices constitucionales impartidas en esta sede (f. 99 a 108) y de que se materializara la experticia a cargo de un número plural de peritos (p. 68 a 76, CD. f. 94), ha sucedido lo siguiente:





1. Los nuevos peritos, uno de los cuales ahora sí es un especialista del IGAC, dijeron que el valor comercial del inmueble para la época de la experticia (agosto del 2018), correspondía a la suma de $235.042.500,oo (p. 72, CD. f. 94) y los perjuicios por daño emergente y lucro cesante, también hasta el momento del dictamen, ascendían a $123.167.214,oo (p. 75, CD. f. 94).




2.  El Despacho, por solicitud de la ANI, requirió a los peritos para que indicaran los intereses que había producido el dinero que, con anterioridad, había  pagado la entidad por concepto de anticipo en septiembre del 2010 por valor de $83.355.429,oo y en diciembre del 2012, por concepto de indemnización, por la suma de $205´520.142.oo. (p. 85, CD. f. 94).




3. Los expertos acataron el requerimiento y avaluaron la rentabilidad de esos dineros hasta el mes de agosto del año 2018, en $109.470.615,oo. (p. 92, CD. f. 94).




3. Posteriormente el Despacho, previa contabilidad visible en proveído del 7 de febrero pasado, cuando fijó definitivamente el monto de la indemnización, dispuso que a la ANI, restaba por pagarle a los demandados la suma de $69.234.143,00. Para así decidir explicó el Juzgado que:




A favor de la parte demandada se han cancelado las siguientes sumas de dinero: 




1o. $83.355.429,oo, correspondiente al 50% del avalúo dado al inmueble por la Lonja de Propiedad Raíz de Risaralda ($166.710.858,00 - fl. 29), valor cancelado según título judicial 58397 que aparece a folio 281.




2o. $205.620.142,oo, ordenado en auto dictado el 24 de enero de 2012, fls. 350-351. Los peritos designados en el proceso concluyeron lo siguiente: 





A-Que el avalúo del terreno, construcción, vivienda y ramada, tienen un valor de $235.042.500,oo, fl. 555.





B-Que el daño emergente más el lucro cesante asciende a un valor de $123.167.214,00, fl. 601.





El valor dictaminado por los peritos actuantes en el plenario ascendió a la suma de $358.209.714,oo.





Los dineros entregados a los demandados fueron en total $288.975.571,00.





Este último guarismo descontado de lo dictaminado por los peritos, arroja la suma de $69.234.143,00 como valor final que se debe cancelar a la parte demandada.




4. La ANI se opuso a esa determinación, e insistió en que la rentabilidad del dinero que ya había aportado al proceso, y que ya había sido retirado por los demandados, tuvo que ser tenida en cuenta al momento de fijar el monto de la indemnización (p. 108 a 111, CD. f. 94); no obstante el Despacho mantuvo su decisión con fundamento en las siguientes consideraciones vertidas en los autos del 1° de marzo (p. 112, CD. f. 94) y 5 de abril (p. 122, CD. f. 94):




Auto del 1° de marzo del 2019:





Efectivamente como lo sostiene el memorialista la entidad estatal demandante efectúo los pagos mencionados, como se puede corroborar a folios 281 y 350-351, tal y como se indicó en el auto recurrido. Así mismo, es cierto que los peritos dictaminaron un valor de intereses por $109.470.615.





El guarismo antes mencionado lo fundamentan los peritos indicando que “A los 205'520.142 pesos se le debe fijar una rentabilidad, con intereses del 6% anual, aplicando para este caso, por analogía, los intereses establecidos en el artículo 1617 del Código Civil Colombiana, equivalentes al 0.005% mensual ($1'027.600) desde la fecha de la consignación, es decir desde el día 01 de diciembre del 2.012 (ver folio 352 del expediente) hasta el mes de agosto de 2.018, en total 68 meses, para gran total de $69'876.800 pesos".





El Artículo 1617 del Código Civil contempla los intereses legales en caso de mora si la obligación es de pagar una cantidad de dinero.





Viene al caso indicar que las sumas canceladas por la entidad demandante fueron fruto del 50% del avalúo dado al inmueble por la Lonja de Propiedad Raíz de Risaralda ($166.710.858,oo), ordenado pagar en el auto admisorio de la demanda dictado el 27 de mayo de 2010 (fl. 118), cancelados el 4 de octubre de 2011, fl. 281, y $205.520.142,00, ordenados pagar mediante auto del 6 de julio de 2012, fls. 350 y ss., pagados el 17 de julio de 2012, fl. 352.





Como puede observarse las referidas sumas de dinero surgieron de órdenes judiciales, que en su momento guardaron ejecutoria y estuvieron a cargo de la Agencia Nacional de Infraestructura.





Siendo así, todo lo narrado, los intereses liquidados por los peritos no constituyen un aumento al haber de la demandante sino que son el cálculo de un rendimiento que hubo de percibir la demandada desde el momento de haber recibido, los anticipos hasta la fecha; los cuales no fueron reclamados ni fueron motivo de la litis, como tampoco fueron motivo de petición dentro del objeto del dictamen pronunciado. Ahora bien, si esa suma no hubiese sido reconocida anteriormente, hoy habría de ser motivo de indexación a favor de los demandados.





Auto del 5 de abril del 2019:




El Despacho se sostendrá en lo decidido en el auto opugnado pues como allí se plasmó, lo dictaminado por los auxiliares judiciales, con respecto a los intereses, no viene a engrosar o acrecentar el haber de la entidad, por el contrario, son un cálculo del producido que percibieron los demandados desde el momento en que recibieron los pagos hasta la fecha, dineros que fueron reclamados por la entidad ni el Despacho le solicito a los peritos que los tasaran dentro del peritaje que debían presentar, simplemente, como lo dice el mismo togado, surgieron de una petición de aclaración o complementación que el Juzgado no ha tenido en cuenta por las razones precisadas en la providencia recurrida. 

(…)




Además, los dineros cancelados a la parte demandada son sumas ordenadas pagar por el Despacho, y los autos que las originaron se encuentran debidamente ejecutoriadas y de la suma total de lo dictaminado por los auxiliares judiciales, se descontó lo recibido, que dando un saldo a favor de los demandados; lo cual quedó totalmente liquidado en el auto recurrido.





Pues bien, lo que revelan los resaltados, contrario a lo esgrimido por la demandante, es que el funcionario, cuando resolvió los recursos de reposición contra la fijación definitiva del monto indemnizatorio, y dispuso el pago del saldo restante a los demandados, presentó una valoración integral de la experticia y su aclaración, además, explicó razonablemente por qué excluyó de sus cuentas la rentabilidad que se echa de menos. 





En efecto, en palabras simples, la argumentación del funcionario aclara que el dinero que la entidad aportó en precedencia al proceso,  hace parte de la indemnización, cuyo monto definitivo, solo aguardaba ser definido por la experticia que tuvo que realizarse de nuevo, gracias, precisamente, a las gestiones que por vía constitucional fueron impulsadas por la demandante.  




Para rematar, es imposible pasar por alto que la entidad no controvirtió el monto de la indemnización que estableció el Despacho en la suma de $358.209.714,oo; se limitó a intentar hacer valer una hipotética rentabilidad del dinero aportado que, dicho sea de paso, de ninguna manera podría reconocerse con intereses del 6% anual como establecieron los peritos y lo exige la ANI, simplemente porque no se trata aquí del incumplimiento de alguna obligación por parte de los demandados, sino de que se complete el saldo restante de la indemización, cuyo monto definitivo, se insiste, no fue refutado.  




Ahora bien, quiere destacar la Sala que, al margen de las cuentas efectuadas por el juzgado, sobre las que, se reitera, ninguna réplica ha formulado la accionante, ya que lo que pretende es que se tenga en cuenta un mayor valor de un capital por efectos del paso del tiempo, lo cierto de todo es que la demora en la concreción del valor a indemnizar provino, precisamente, de la actuación de la propia entidad, ya que, definida la situación en un primer momento por el juzgado, después de la entrega de los dineros a los demandados en el proceso de expropiación, obtuvo, por vía de tutela, que las cosas volvieran atrás, para que la experticia fuera rendida de conformidad con las normas vigentes sobre la materia. 

   



Así procedió el despacho judicial, que al obtener una suma concreta en el nuevo trabajo, lo que hizo fue deducir de ella el valor que ya los demandados habían recibido. 

  



En suma, nada de irracional o arbitrario se ve en la decisión del funcionario, así que, por más discutible que le parezca a la interesada el razonamiento que esgrimió el juez, y aun cuando puedan admitirse otras interpretaciones, no revela una posición arbitraria y antojadiza que permita la intrusión del Juez constitucional.





No puede olvidarse que la acción de tutela no es una instancia adicional con la que se pueda controvertir una decisión judicial; al contrario, su alcance es restringido y, por ello, se insiste, no permite cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella desborde la lógica, o cercene una evidente oportunidad procesal, situaciones que son ajenas a este acontecer, según viene de verse. 





Solo recuérdese que, de antaño, la jurisprudencia tiene dicho:





«no se puede recurrir a la acción tutelar para imponer al fallador una determinada interpretación de las normas procesales aplicables al asunto sometido a su estudio o una específica valoración probatoria, a efectos de que su raciocinio coincida con el de las partes».
 





Sobran adicionales argumentos para negar, como se hará, la presente acción de tutela formulada contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas y absolver a los demás citados al trámite.  




DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por la Agencia Nacional de Infraestructura -ANI- frente al Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas – Risaralda. 
Se absuelve a los demás vinculados. 

Si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992. 

A su regreso, si no se requirieran más trámites, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


       DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia C-543-92


� Corte Constitucional, sentencia T-567 de 1998 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz), reiterada en sentencias como la T-555 de 1999 (MP José Gregorio Hernández Galindo), T-1100 de 2008 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-781 de 2011 (MP Humberto Antonio Sierra Porto; SV Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), entre otras.


� Corte Constitucional, sentencia SU-399 de 2012 (MP Humberto Antonio Sierra Porto; SV Jorge Iván Palacio Palacio; AV Nilson Pinilla Pinilla), citando la sentencia T-567 de 1998 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz).


� Corte Constitucional, sentencia T-567 de 1998 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz).


� Corte Constitucional, sentencia T-781 de 2011 (MP Humberto Antonio Sierra Porto; SV Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), reiterada en la sentencia SU-399 de 2012 (MP Humberto Antonio Sierra Porto; SV Jorge Iván Palacio Palacio; AV Nilson Pinilla Pinilla).


� “Corte Constitucional, sentencia T-567 de 1998 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz)”.


� “Cfr. sentencia T-329 de 1996. Para la Corte es claro que, “cuando un juez omite apreciar y evaluar pruebas que inciden de manera determinante en su decisión y profiere resolución judicial sin tenerlas en cuenta, incurre en vía de hecho y, por tanto, contra la providencia dictada procede la acción de tutela. La vía de hecho consiste en ese caso en la ruptura deliberada del equilibrio procesal, haciendo que, contra lo dispuesto en la Constitución y en los pertinentes ordenamientos legales, una de las partes quede en absoluta indefensión frente a las determinaciones que haya de adoptar el juez, en cuanto, aun existiendo pruebas a su favor que bien podrían resultar esenciales para su causa, son excluidas de antemano y la decisión judicial las ignora, fortaleciendo injustificadamente la posición contraria”.


� “Corte Constitucional, sentencia T-576 de 1993 (MP Jorge Arango Mejía)”.


� “Ver por ejemplo la sentencia T-442 de 1994 (MP Antonio Barrera Carbonell)”.


� Corte Constitucional, sentencia T-538 de 1994 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz).


� Algunas decisiones en que la Corte Constitucional ha considerado que se configura un defecto fáctico son: T-996 de 2003 (MP Clara Inés Vargas Hernández), T-778 de 2005 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), T-996 de 2003 (MP Clara Inés Vargas Hernández), T-171 de 2006 (MP Clara Inés Vargas Hernández),  T-908 y T-808 de 2006 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), T-1065 de 2006 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-162 de 2007 (MP Jaime Araújo Rentería), T-458 de 2007 (MP Álvaro Tafur Galvis), T-1082 de 2007 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-417 de 2008 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra), T-808 de 2009 (MP Juan Carlos Henao Pérez), T-653 de 2010 (MP Jorge Iván Palacio Palacio; AV Nilson Elías Pinilla Pinilla), T-350 de 2011 (MP María Victoria Calle Correa; SV Mauricio González Cuervo), SU-424 de 2012 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-261 de 2013 (MP Luis Ernesto Vargas Silva; AV María Victoria Calle Correa), SU-950 de 2014 (MP Gloria Stella Ortíz Delgado), SU-240 de 2015 (MP Martha Victoria Sáchica Méndez), SU-406 de 2016 (MP Luis Guillermo Guerrero Pérez), T-090 de 2017 (MP Luis Guillermo Guerrero Pérez), entre muchas otras.


� T-902 de 2005 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra).


� “Un caso en el que esta Corporación consideró que existió vía de hecho por defecto fáctico, por haberse omitido la valoración de algunas pruebas, lo constituye la sentencia T-039 de 2005, M. P. Manuel José Cepeda Espinosa. Sobre este mismo tópico, la sentencia T-902 de 2005, M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra, igualmente es ilustrativa.” Otros casos en los que la Corte Constitucional ha fallado por encontrarse un defecto fáctico por omitir la valoración de alguna prueba son: T-458 de 2007 (MP Álvaro Tafur Galvis), T-747 de 2009 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-078 de 2010 (MP Luis Ernesto Vargas Silva), T-360 de 2011  (MP Juan Carlos Henao Pérez; SV Mauricio González Cuervo), T-628 de 2011 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), T-1100 de 2011 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-803 de 2012 (MP Jorge Iván Palacio Palacio; AV Nilson Pinilla Pinilla), T-261 de 2013 (MP Luis Ernesto Vargas Silva; AV María Victoria Calle Correa), T-734 de 2013 (MP Alberto Rojas Ríos), T-241 de 2016 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; AV Alberto Rojas Ríos y Luis Ernesto Vargas Silva), entre otras.


� “Ibídem”.


� “Al respecto, puede consultarse la sentencia T-235 de 2004, M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra”.


� Corte Constitucional, sentencia T-916 de 2008 (MP Clara Inés Vargas Hernández), reiterada, entre otras, en la sentencia SU-399 de 2012 (MP Humberto Antonio Sierra Porto; SV Jorge Iván Palacio Palacio; AV Nilson Pinilla Pinilla).


� (CSJ STC, 18 abr. 2012, rad. 2012-0009-01; STC, 27 jun. 2012, rad. 2012-00088-01; y STC, 12 ago. 2013, rad. 2013-00125-01).
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 


           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 


Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo


Pereira, abril veinticuatro de dos mil dieciocho

Expedientes 66001-22-13-000-2018-00154-00 


Acta No. 126 de abril 24 de 2018

Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 


ANTECEDENTES


Uner Augusto Becerra Largo, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela por la presunta violación de sus derechos “art 13, 83, 29 CN, entre otros”. 


Expuso que presentó una acción popular ante el despacho accionado, radicada con el número “2018-81”, donde transcurrieron 3 días sin que se profiriera auto alguno.  

Como consecuencia de ello, solicitó que “Se ORDENE inmediatamente a la Juez q cumpla términos perentorios pa admitir o rechazar la acción” “Se ordene a la tutelada que inmediata/ admita la acción” (sic) y que aporte copia de unos proveídos de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 


Con auto del 11 de abril se le dio impulso al trámite con las mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la acción de tutela. 


El Procurador regional de Risaralda explicó que la función como ente de control, está dirigida a la protección de los derechos e intereses colectivos conforme a su estructura administrativa desconcentrada, por lo que la respectiva Procuraduría regional o provincial estará al tanto de la eventual audiencia de pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el trámite de la acción popular. 

La funcionaria indicó que el día 5 de abril recibió la demanda a la que hace referencia el demandante y mediante providencia del 10 siguiente, la rechazó por incompetencia; adicionalmente, remitió copias de las respectivas actuaciones.

CONSIDERACIONES


La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.


Pese a que las pretensiones son confusas, entiende la Sala que se acude en procura de la protección de los derechos arriba señalados, bajo la premisa de que el juzgado encartado omite proferir auto que resuelva sobre la admisión o inadmisión de la acción popular “2018-81”. 

  
De acuerdo con la información suministrada por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, ya que si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en este casosno hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado se niega a darle trámite a la acción popular señalada, situación que no corresponde a la realidad.


 



En efecto, el despacho judicial informó y demostró que sí le dio impulso a la demanda, lo que ocurre es que la rechazó por falta de competencia (f. 12) y la remitió a la ciudad de Bogotá, donde debe surtirse el trámite siguiente. Además, lo hizo dentro de los tres días hábiles de que se duele el accionante, si bien se radicó la solicitud el 5 de abril pasado y el 10 ya se había proferido el auto respectivo. . 

  



Surge, entonces, que los hechos plasmados en la acción de tutela, de los que se hace derivar la trasgresión alegada, son inexistentes, por lo que se negará la protección invocada.


                       
 
Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos señalados.

DECISIÓN


En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se NIEGA el amparo impetrado por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal. 

Se absuelve a las demás entidades involucradas.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


A su regreso, archívese el expediente.


Los Magistrados,


JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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